
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES 

GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, GENERAL EN 

MATERIA DE DELITOS ELECTORALES, GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS 

ELECTORALES, GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, Y ORGÁNICA DE LA FISCALÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA, SUSCRITA POR DIPUTADAS DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD 

DE GÉNERO 

Las diputadas federales de la LXIV Legislatura, integrantes de la Comisión de Igualdad de Género, con 

fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 77, 

numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de Ley 

Generales de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General en materia de Delitos 

Electorales, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y la Ley General de Partidos 

Políticos. 

Exposición de Motivos 

Para dar inicio a la siguiente exposición de motivos, es necesario contextualizar los referentes históricos de la 

violencia política en México, ya que este fenómeno ha estado enraizado en el actuar político de nuestro país 

desde antes de la promulgación de la Constitución de 1917, donde por primera vez se abrió la discusión de los 

derechos político-electorales de las mujeres mexicanas, toda vez que la sufragista Hermila Galindo, en aquel 

entonces ocupante de la secretaría particular del presidente en turno, el general Venustiano Carranza Garza, 

sugirió al mismo que estos derechos fueran reconocidos por el constituyente del momento, quedando como 

antecedentes por primera vez en el diario de los debates gracias a tres iniciativas presentadas, dos a favor y una 

en contra, promovidas por Hermila Galindo Acosta, el aliado general S. González Torres y por Inés Malváez, 

respectivamente. 

Durante la discusión vertida, la balanza argumentativa claramente se inclinó en contra del reconocimiento de los 

derechos político-electorales de las mujeres, tomando como base planteamientos que afirmaban la incapacidad 

de ciertas ciudadanas para ejercer la responsabilidad de las decisiones del Estado, como se expone en el extracto 

del Diario de los Debates del Constituyente de 1917 que a continuación se vierte: 

“El hecho de que algunas mujeres excepcionales tengan las condiciones necesarias para ejercer 

satisfactoriamente los derechos políticos no funda la conclusión de que éstos deben concederse a las mujeres 

como clase. La dificultad de hacer la selección autoriza la negativa. La diferencia de los sexos determina la 

diferencia en la aplicación de las actividades; en el estado en que se encuentra nuestra sociedad, la actividad 

de la mujer no ha salido del círculo del hogar doméstico, ni sus intereses sé han desvinculado de los 

miembros masculinos de la familia; no han llegado entre nosotros a romperse la unidad de la familia, como 

llega a suceder con el avance de la civilización; las mujeres no sienten, pues, la necesidad de participar en los 

asuntos públicos, como lo demuestra la falta en todo movimiento colectivo en ese sentido”. 

Por lo anterior, es de suma relevancia mencionar en esta iniciativa que, en el contexto histórico, la lucha por la 

conquista de los derechos de las mujeres surgió de un movimiento filosófico, político, social y cultural 

denominado Feminismo, mismo que dio origen a la discusión de la participación política de las mujeres durante 

el siglo XIX, impulsado por la Segunda Ola Feminista en Inglaterra y Estados Unidos encontrando su 

conclusión al finalizar la Segunda Guerra Mundial; por su parte en México, una de las primeras luchas del 

movimiento feminista y de mujeres fue la demanda del derecho al voto, comenzando por las Adelitas y 

Carabineras que exigían el sufragio efectivo y la no reelección en la Revolución Mexicana, hasta conquistar los 

derechos político-electorales de las mujeres de manera formal en 1953. 



 
  

Abocándonos al contexto actual, de acuerdo con datos del informe elaborado por la Organización de los Estados 

Americanos (OEA),
1
 quien fue invitada por el Estado mexicano como observadora, señaló que el proceso 

electoral del 2018 fue uno de los más violentos en la región dejando como saldo 103 actores políticos 

asesinados en 25 estados del país, entre quienes se identificó a precandidatas y precandidatos, candidatas y 

candidatos, funcionarias y funcionarios municipales, funcionarias y funcionarios de partido, legisladoras y 

legisladores, ex legisladoras y ex legisladores, funcionarias y funcionarios de órganos autónomos, y ex 

aspirantes a cargos de elección popular en procesos anteriores. La experiencia de haber vivido violencia 

política, tuvo efectos concretos en las distintas involucradas e involucrados, muchos de los cuales optaron por 

limitar su participación en los procesos políticos, dando pie a al fomento de un contexto donde la violencia 

política de género se manifiesta como una expresión sistémica, agravada e interseccional de las violencias 

ejercidas contra las mujeres en México. 

Con base en el informe elaborado por la consultora Etellekt sobre el Indicador de Violencia Política, se afirmó 

que de septiembre de 2017 a junio de 2018 se registraron 417 actos de violencia, de los cuales 106 se llevaron a 

cabo en contra de mujeres, 16 de ellos fueron asesinatos de mujeres. En este sentido, se observa que la violencia 

política de género puso en riesgo la seguridad de candidatas a puestos de elección de los tres niveles de 

gobierno, en mayor medida en el ámbito municipal, en donde además se complejiza el panorama frente a la 

existencia de grupos de poder muy diversos que atentan contra los derechos políticos de las mujeres, como los 

caciquismos o incluso los mismos partidos políticos que aún se resisten a aceptar la mayor participación de las 

mujeres en estas esferas de lo público. 

Por su parte el Estado mexicano es firmante de diversos instrumentos y tratados internacionales, los cuales 

generan obligaciones o en su caso recomendaciones vinculantes, en este sentido, la Organización de Estados 

Americanos recomendó en su informe elaborado en 2018, mismo en el que actuó como observadora electoral en 

nuestro país “[...] aprobar una normativa a nivel federal que permita abordar la problemática desde una 

perspectiva integral para asegurar su prevención, atención, sanción y erradicación. La nueva legislación 

deberá encaminarse a tipificar la violencia política en razón de género, establecer claramente las 

competencias de cada uno de los organismos involucrados en su tratamiento, priorizar las medidas de 

prevención, señalar los mandatos apropiados para los partidos políticos e incorporar las sanciones 

correspondientes, así como las medidas de reparación y no repetición” (p. 19). 

Una vez dada esta recomendación, es responsabilidad inherente de las diputadas y diputados federales 

garantizar un estado de derecho, que vele auténticamente por el reconocimiento y protección de los derechos 

fundamentales, y para lograr este propósito, se deben de adecuar las leyes ya existentes a los criterios 

internacionales, es decir, armonizar el marco normativo Federal con los tratados internaciones, en concordancia 

con el bloque de constitucionalidad, para prevenir, combatir, sancionar y erradicar la violencia política de 

género, en todos sus formas y modalidades. 

En este sentido, es menester mencionar que los obstáculos a los que históricamente se han enfrentado las 

mujeres para participar en la vida pública y política, tienen un fundamento en la división sexual del trabajo, que 

separa la realidad social en dos esferas: la esfera pública y la esfera privada, que reciben distinto valor dentro de 

una jerarquía que opera como resultado del funcionamiento de un orden simbólico de género que crea lo propio 

de “las mujeres” y lo propio de “los hombres” como paradigmas, y que ordena los roles, las actividades, los 

espacios y mandatos de manera justificada en los cuerpos de los hombres y las mujeres. 

En este orden simbólico de género, las mujeres son ubicadas dentro de la esfera doméstica o privada, con 

actividades orientadas hacia la reproducción, el papel de cuidados y de madres, por lo que la esfera pública y 

política se volvió ajena a su “naturaleza”. Es por esto que la participación de las mujeres dentro del ámbito 

público y político es rechazada, ya que se opera desde una lógica que considera que el papel de las mujeres no 

es en el ejercicio del poder derivado de la cosa pública, sino que debe ceñirse a la “delicadeza” de lo privado, 



 
  

orillando a las mujeres a soportar como consecuencia la violencia y el acoso político, ejercidos en su contra 

como mecanismos para restablecer el orden de género que socialmente se percibe “transgredido”. 

Desembocando lo anterior en la clara oposición de ciertos detentores del poder, ante la opción de que las 

mujeres tomen decisiones en lo que históricamente había sido “de ellos”. 

En este sentido, al ser consideradas las mujeres como transgresoras de este orden simbólico, se justifica que 

sean objeto de violencia o de otras acciones que tienen como fin restablecer el statu quo del poder masculino. 

Dicho lo anterior la violencia de género, en cualquiera de sus modalidades, puede comprenderse como las 

acciones cuya finalidad es devolver al espacio socioculturalmente asignado a quienes transgredieron las normas 

de género – tomando la sexualidad como parte de ello- justificado en el “[...] postulado fundamental que 

sostiene que hay un orden social que beneficia a los hombres y privilegia a lo masculino en detrimento de las 

mujeres y lo femenino, que produce y reproduce la opresión, la desigualdad, los estereotipos y esa forma de 

violencia fundada en todo ello”. (Castro, 2013: 26). 

Al ser la violencia de género el concepto principal que le da vida a esta Iniciativa, es relevante enfatizar que 

dicho concepto surge desde la década de 1990, cuando se definió como una vulneración a los derechos humanos 

de las mujeres. En la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer realizada en 1993, se 

definió a la violencia contra las mujeres como: 

“Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como 

resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de 

tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública 

como en la vida privada” (artículo 1). 

Ahora bien, en el contexto latinoamericano fue la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención Belem Do Pará” (1994) la que definió este fenómeno 

como: “Cualquier acto o conducta basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado” (artículo 1). Dentro de esta Convención 

se estableció que la violencia hacia las mujeres puede suceder en la comunidad y ser perpetrada por cualquier 

persona, incluso por el Estado y sus agentes, por lo que el Estado mismo debe comprometerse a adoptar 

políticas orientadas a su prevención, sanción y erradicación entre las que se menciona la inclusión dentro de la 

legislación interna de normas penales, civiles y administrativas que sean necesarias para lograr este fin (artículo 

7). México ratificó la Convención Belem do Pará en 1998, por lo que su compromiso para combatir la violencia 

política de género hacia las mujeres está plenamente justificado. 

En el año 2015, el Mecanismo de Seguimiento de la Convención Belém do Pará estableció la Declaración sobre 

la Violencia y el Acoso Políticos contra las Mujeres,
2
 en la que se definió a la violencia y al acoso político 

contra las mujeres como “[...] cualquier acción u omisión entre otros, basada en su género, de forma 

individual o grupal, que tenga por objeto o por resultado menoscabar, anular, impedir, obstaculizar o 

restringir sus derechos políticos, conculca el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y el 

derecho a participar en los asuntos políticos y públicos de igualdad con los hombres”. 

En esta declaración se reconoció que la violencia política puede suceder en distintos espacios y actividades que 

implican la organización político-social, tanto en las instituciones del Estado, como durante los procesos 

electorales, pero también al interior de las organizaciones políticas, como los partidos políticos, las 

organizaciones no gubernamentales, las asociaciones profesionales o industriales, las organizaciones 

comunitarias y los sindicatos, además de la que pueda tener lugar a través de los medios de comunicación. Por 

su parte, la Recomendación General número 23 sobre la “Vida política y pública” de la 

CEDAW, 
3
 emitida en 1997, se estableció que la vida política debe ser entendida como un concepto 



 
  

amplio, que abarca los poderes legislativo, judicial, ejecutivo y administrativo, así como todos los aspectos 

de la administración pública y otros de la sociedad civil. 

Coincidente a lo establecido en el artículo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con 

respecto a las atribuciones y prerrogativas de las ciudadanas y los ciudadanos, así como las responsabilidades 

del Estado con respecto a las garantías de los derechos político- electorales, en México se creó el Protocolo para 

la atención de la violencia política contra las mujeres en razón de género de la Comisión Nacional para Prevenir 

y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2017), en el cual se reconoce que los actos de violencia política 

hacia las mujeres en razón de género, se definen como “todas aquellas acciones que se dirigen a una mujer 

por ser mujer (en razón de género) que tienen un impacto diferenciado en ellas o les afectan 

desproporcionalmente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos político-

electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. [...] puede incluir, entre otras, violencia física, psicológica, 

simbólica, sexual, patrimonial, económica o feminicida” (página 41). 

En este protocolo se establece muy claramente que esta violencia puede dirigirse a una o varias mujeres, a las 

personas familiares de la mujer o cercanas a ella, como sus asistentes, trabajadoras o trabajadores, y a un grupo 

de personas al interior de una comunidad. Asimismo, se plantea que la violencia política de género puede 

suceder tanto en la esfera política, pero también en el ámbito económico, social, cultural y civil, es decir, que no 

solo debe ser considerado un fenómeno que sucede en el marco de los procesos electorales, sino que puede 

tener lugar en cualquier contexto en el que se desarrollen procesos de organización social más amplios en las 

comunidades, al interior de los partidos políticos, dentro de una institución política, en los sindicatos o en la 

administración pública, mediante los medios de comunicación o las tecnologías de la información, 

específicamente redes sociales. 

En este sentido, es de suma relevancia que este Congreso de la paridad de género establezca en la legislación, la 

realización de acciones afirmativas que permitan la incorporación de la perspectiva interseccional en los análisis 

de la violencia política de género, ya que esta busca tomar en cuenta la complejidad de los factores que 

conforman la discriminación y la violencia política contra las mujeres, situación que se experimenta durante el 

proceso electoral, antes de ser candidatas, en las elecciones internas dentro de los partidos políticos; entre 

compañeras y compañeros, candidatas y candidatos; y después del proceso electoral, ya en el ejercicio del cargo 

público o al no resultar electa. Es decir, las expresiones de violencia tienen lugar en todas las etapas que 

conforman la trayectoria pública o política de las mujeres. 

Diversas justificaciones, entre ellas considerar que la toma de decisiones de las mujeres debe estar limitada a lo 

domestico, se exacerban más a nivel local, por lo específico de cada contexto, donde la mayoría tienen arraigada 

la percepción del poder a lo masculino; aunado a esto, el contexto de las mujeres es atravesado por diversos 

factores y características particulares, como lo son la edad, pertenencia étnica, color de piel, orientación sexual, 

identidad de género, expresión de género, religión, idioma/lengua, opinión política, posición socioeconómica, 

etcétera. Lo que deriva en que las mujeres ocupen -incluso simultáneamente- posiciones de opresión y/o de 

ciertas ventajas/desventajas de acuerdo al contexto en el que ejercen sus derechos. De ahí que se haga necesario 

analizar y profundizar en el estudio y atención de los casos de violencia política contra las mujeres desde una 

perspectiva interseccional. 

Otro de los factores a tomar en cuenta para comprender la operación de la violencia política de género es la 

definición de quiénes pueden ejercerla, según el protocolo, estos pueden ser cualquier grupo de personas, sean 

mujeres u hombres, entre quienes se define a integrantes de partidos políticos, sindicatos u organizaciones de la 

sociedad civil; aspirantes, precandidatos o precandidatas, candidatos o candidatos a cargos de elección popular 

o de dirigencia partidista; servidores o servidoras públicas o autoridades gubernamentales; servidores o 

servidoras públicas o autoridades de instituciones electorales; representantes de medios de comunicación; 

empresarios, Iglesia, el Estado y otros agentes de este. 



 
  

En este mismo protocolo se establece que deben existir al menos cinco elementos indispensables para 

considerar la existencia o no de violencia política contra las mujeres por razones de género: 

1. Cuando la violencia se dirige a la mujer por el hecho de ser mujer, y por lo que representan en términos 

simbólicos desde una concepción basada en estereotipos de género. El acto puede ser dirigido hacia lo 

considerado “femenino” simbólicamente, que se relacionan con roles vinculados normalmente con las 

mujeres (página 44). 

2. Cuando la violencia tiene un impacto diferenciado en las mujeres: 

a) cuando las afectas de forma diferente que a los hombres o las consecuencias se agravan por ser mujer; 

b) cuando les afecta desproporcionadamente (página 46). 

Asimismo, se establecen cinco elementos para identificar específicamente la violencia política en razón de 

género: 

1. El acto u omisión se base en elementos de género: i) se dirija a una mujer por ser mujer; ii) tenga impacto 

diferenciado o desventajado en las mujeres; iii) las afecte desproporcionadamente. 

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos 

político-electorales de las mujeres. Sumar la violencia en espacios públicos en lo general. 

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público. 

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y psicológico. Sumar medios digitales. 

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de personas –hombres y mujeres- en particular: integrantes 

de partidos políticos, aspirantes, precandidatos/as, candidatos/as a cargos de elección popular o de dirigencia 

partidista; servidores/as públicos/as, autoridades gubernamentales, funcionarios/as o autoridades de 

instituciones electorales; representantes de medios de comunicación; el Estado o sus agentes (pp. 49-50). 

Retomar para redacción de modalidad artículo 20 Bis LGAMVLV. 

En relación con los efectos, estos pueden ser concretos, a nivel personal, específicamente en la salud de las 

mujeres, y en su entorno familiar, ya que algunos ataques se han realizado en contra de la familia de las 

mujeres. Por su parte, siguen latentes las consecuencias políticas, sociales y comunitarias, ya que se ve afectado 

el desarrollo y consolidación de la vida democrática de los Estados y las sociedades contemporáneas; es por ello 

que la atención de la violencia política de género debe ser un compromiso del Estado mexicano, que le asegure 

a las mujeres una vida libre de violencia, contribuyendo a la consolidación de la paridad política en 

democracia, siendo su máxima expresión el acceso igualitario de mujeres y hombres en los diversos ámbitos de 

lo público y privado, libres de discriminación y violencia en todos sus niveles y espacios. 

Con base en lo anterior, las medidas legislativas deben dirigirse hacia la prevención, atención y erradicación de 

esta expresión de la violencia de género, no sólo a la persecución y sanción de esta violencia como un delito y a 

la atención de las personas que pueden ser víctimas de ella, sino a la transformación de las condiciones 

estructurales a nivel económico, político, social y cultural que posibilitaron que estas expresiones tuvieran lugar 

en un contexto y momento histórico-político específico; es por ello que la coordinación entre los Tres Poderes 

de la Unión deberá quedar estipulada de manera concreta no solo en la legislación aplicable, sino por medio de 

la creación de mecanismos que garanticen de manera específica la aplicación de los protocolos ya existentes, así 

como la reparación del daño y la restitución de derechos de las víctimas. 



 
  

Recomendaciones realizadas al estado mexicano, que se consideran en el actual proyecto de reforma 

En 2015 como parte del Mecanismo de Seguimiento de la Convención Belém do Pará durante la sexta 

conferencia de los Estados parte de la Convención, se estableció la Declaración sobre la Violencia y el Acoso 

Políticos contra las Mujeres, en la que se planteó la necesidad de impulsar normas, programas y medidas para 

atender este fenómeno que permita una adecuada sanción y reparación de las acciones de violencia política de 

género en los ámbitos administrativo, penal y electoral. 

En 2016, la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de Estados Americanos y el Mecanismo de 

Seguimiento de la Convención de Belém do Pará elaboró una Ley Modelo Interamericana para prevenir, 

sancionar y erradicar la Violencia contra las Mujeres en la Vida Política,
4
 con el objetivo de funcionar como 

una guía que sirva a los Estados para elaborar sus propias propuestas de leyes para proteger y garantizar que las 

mujeres no vivan violencia política de género. 

En esta ley modelo se reconoció que esta expresión de la violencia hacia las mujeres representa una amenaza 

principal para la democracia de las naciones, ya que impide que participen de manera libre en las decisiones 

políticas que no sólo afectan sus vidas personales, sino la vida política y pública en general. Asimismo, pone 

énfasis en la definición de los órganos responsables de atender este tema, especialmente en el ámbito local, que 

es donde se ha evidenciado que suceden más expresiones de violencia política de género hacia mujeres, ya que 

los sistemas de protección son más precarios y existen más problemas de representación política histórica de 

ellas. 

La iniciativa que se presenta, ha contemplado el histórico legislativo respecto al reconocimiento de la violencia 

política de género, encontrando diversos proyectos de reformas presentadas desde hace tres legislaturas 

federales, mismas que pretenden reformar y adicionar disposiciones en las leyes específicas en la materia, tal es 

el caso de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General en Materia 

de Delitos Electorales, entre otras, siendo todos los planteamientos de gran relevancia y fomento a la 

progresividad de los derechos de las mujeres; es por ello que a continuación se hace una exposición de las 

iniciativas que anteceden el actual proyecto, con la intensión de visibilizar los esfuerzos de las legisladoras y 

legisladores que han tenido la voluntad de proteger los derechos político-electorales de las mujeres; 

Iniciativas relativas a violencia política de género 



 
  



 
  



 
  

 

En mérito de lo expuesto, proponemos a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto 

de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia y de la Ley General en materia de Delitos Electorales, Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley General de Partidos Políticos y Ley Orgánica de la 

Fiscalía General de la República 

Primero. Se adiciona el artículo 20 bis a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia. 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 



 
  

Capítulo IV Bis 

De la Violencia Política 

Artículo 20 Bis. La violencia política contra las mujeres es la acción u omisión ejercida dentro de la esfera 

pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de 

los derechos político-electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones y 

la libertad de organización. 

Se manifiesta en minimización, anulación, presión, persecución, hostigamiento, acoso, coacción, vejación, 

discriminación, amenazas o privación de la libertad o de la vida en razón del género. 

Constituye una forma de discriminación de los espacios de poder y de decisión; fomenta la desigualdad y 

trasgrede los derechos políticos y civiles de las mujeres; puede expresarse a través de las siguientes 

acciones: 

I. Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el ejercicio pleno de 

los derechos políticos de las mujeres; 

II. Imponer la realización de actividades distintas a las atribuciones propias de la representación 

política, cargo o función; 

III. Suministrar a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de elección popular información falsa, 

errada o imprecisa que induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones; 

IV. Proporcionar información incompleta o datos falsos a la autoridad administrativa, electoral o 

jurisdiccional con la finalidad de menoscabar los derechos político-electorales de las mujeres y la 

garantía del debido proceso. 

V. Ocultar información u omitir la convocatoria de cualquier otra actividad que implique la toma de 

decisiones en el desarrollo de sus funciones y/o actividades; 

VI. Impedir o restringir la reincorporación al cargo que se ostente, cuando hagan uso de una licencia, 

incluida la licencia de maternidad; 

VI. Impedir por cualquier medio que las mujeres electas, titulares o suplentes, o designadas a cualquier 

puesto o encargo público, asistan a la toma de protesta de su encargo, así como a las sesiones ordinarias 

o extraordinarias o a cualquier otra actividad que impliqué la toma de decisiones y el ejercicio del 

cargo, impidiendo o suprimiendo el derecho a voz y voto; 

VII. Impedir u obstaculizar, los derechos de asociación y afiliación en los partidos políticos y/u otro 

tipo de organizaciones civiles, en razón de género; 

VIII. Establecer conductas que impliquen amenazas verbales, difamación, desprestigio, burlas, 

descalificación, acecho, hostigamiento, acoso sexual y/o calumnias en público o privado, por cualquier 

medio convencional y/o digital; 

IX. Intimidar mediante agresiones físicas, sexuales, psicológicas o verbales contra su persona o sus 

familiares; 



 
  

X. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un espacio público, de poder o de decisión. 

XI. Excluir a las mujeres electas, titulares o designadas a cualquier puesto de liderazgo o encargo 

público, de la relación institucional directa que conlleva el ejercicio de su cargo. 

XII. Presionar, intimidar y/u obligar de manera directa o indirecta a la renuncia o a la solicitud de 

licencia de los cargos de elección popular o de la función pública según sea el caso. 

XIII. Impedir, obstaculizar o minimizar la construcción e implementación de proyectos políticos, 

legislativos, gubernamentales y políticas públicas, elaborados y abanderados por mujeres que ocupan 

cargos de elección popular, que tengan por objeto generar condiciones para la realización de la 

igualdad sustantiva. 

XIV. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean suceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un espacio público, de poder o de decisión. 

Segundo. Se adiciona las fracciones XV y XVI del artículo 3, se reforman y adicionan las fracciones III, IV, VI, 

XIII y XXII del artículo 7; se reforman y adicionan las fracciones II, III, V, VIII, y XVII del artículo 8; se 

reforman y adicionan las fracciones IV, V, VIII, y XI del artículo 9 de la Ley General en materia de Delitos 

Electorales para quedar como sigue: 

Ley General en materia de Delitos Electorales 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. a XIV. ... 

XV. Violencia Política de Género: Acción u omisión ejercida dentro de la esfera pública o privada, que 

tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos político-

electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones y la libertad de 

organización. 

XVI. En razón de género: Cuando cualquiera de las conductas previstas en esta Ley sean motivadas y 

orientadas en contra de las mujeres por el hecho de serlo, teniendo en ellas un impacto diferenciado o 

las afecte de manera desproporcionada en el ejercicio de sus derechos. 

Artículo 7. Se impondrán de cincuenta a cien días multa y prisión de seis meses a tres años, a quien: 

I y II... 

III. Haga proselitismo o presione objetivamente a los electores el día de la jornada electoral en el interior de 

las casillas o en el lugar en que se encuentren formados los votantes, con el fin de orientar el sentido de su 

voto o para que se abstenga de emitirlo; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 



 
  

IV. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, el escrutinio y cómputo, o el adecuado 

ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; introduzca o sustraiga de las urnas ilícitamente una o 

más boletas electorales, o bien, introduzca boletas falsas; obtenga o solicite declaración firmada del elector 

acerca de su intención o el sentido de su voto. 

La pena se aumentará hasta el doble cuando se ejerza violencia contra los funcionarios electorales. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

V... 

VI. Retenga durante la jornada electoral, sin causa justificada por la ley, una o más credenciales para votar de 

los ciudadanos. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

VII al XII... 

... 

XIII. Obstaculice o interfiera el traslado y entrega de los paquetes y documentos públicos electorales. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

XIV al XX... 

XXII. A quien ejerza violencia política de género, se le impondrá una pena hasta en una mitad mayor a 

la establecida en este artículo. 

Además de esta sanción se dictará la destitución y/o inhabilitación del cargo que se ostente al momento de 

ser emitida la resolución de la instancia competente en la materia, así como la anulación de la 

candidatura según sea el caso de que se trate. 

Artículo 8. Se impondrá de cincuenta a doscientos días multa y prisión de dos a seis años, al funcionario 

electoral que: 

I... 

II. Se abstenga de cumplir, sin causa justificada, con las obligaciones propias de su cargo, en perjuicio del 

proceso electoral; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

III. Obstruya el desarrollo normal de la votación sin mediar causa justificada; 



 
  

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

IV... 

V. No entregue o impida la entrega oportuna de documentos o materiales electorales, sin mediar causa 

justificada; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

VI y VII... 

VIII. Expulse u ordene, sin causa prevista por la ley, el retiro de la casilla electoral de representantes de un 

partido político o de candidato independiente u observadores electorales legalmente acreditados o impida el 

ejercicio de los derechos que la ley les concede; 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

IX a XI... 

XVII. A quien ejerza violencia política de género, se le impondrá una pena hasta en una mitad mayor a 

la establecida en este artículo. 

Además de esta sanción se dictará la destitución y/o inhabilitación del cargo que se ostente al momento de 

ser emitida la resolución de la instancia competente en la materia. 

Artículo 9. Se impondrán de cien a doscientos días multa y prisión de dos a seis años, al funcionario partidista o 

al candidato que: 

I a III... 

IV. Obstaculice el desarrollo normal de la votación o de los actos posteriores a la misma sin mediar causa 

justificada, o con ese fin ejerza violencia sobre los funcionarios electorales. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

[...] 

V. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la jornada electoral o 

respecto de sus resultados. 

La pena se aumentará hasta un tercio cuando la conducta de la presente fracción se cometa en razón 

de género; 

VI al X... 



 
  

XI. A quien ejerza violencia política de género, se le impondrá una pena hasta en una mitad mayor a la 

establecida en este artículo. 

Además de esta sanción se dictará la destitución y/o inhabilitación del cargo que se ostente al momento de 

ser emitida la resolución de la instancia competente en la materia, así como la anulación de la 

candidatura según sea el caso de que se trate. 

Tercero. Se reforma el artículo 30, 35 y 42 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Capítulo I  

Disposiciones Preliminares 

Artículo 30 . 1. Son fines del Instituto: 

1... 

a) a h)... 

2. Todas las actividades del Instituto se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y perspectiva de género. 

3 y 4... 

Sección Primera  

Del Consejo General y de su Presidencia 

Artículo 35. 

1. El Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las 

disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad guíen todas las actividades del 

Instituto y sean aplicadas con perspectiva de género. 

Capítulo II  

De los Órganos Centrales 

Articulo 34 

[...] 

Sección Primera  

Del Consejo General y de su Presidencia 

Articulo 35 al 41 

[...] 

Artículo 42. 



 
  

1. El Consejo General integrará las comisiones temporales que considere necesarias para el desempeño de sus 

atribuciones, las que siempre serán presididas por un Consejero Electoral. 

2. Independientemente de lo señalado en el párrafo anterior, las comisiones de: Capacitación Electoral y 

Educación Cívica; Organización Electoral; Prerrogativas y Partidos Políticos; Servicio Profesional Electoral 

Nacional; Registro Federal de Electores; Quejas y Denuncias; Fiscalización, y Vinculación con los Organismos 

Públicos Locales; Paridad e Igualdad de Género, funcionarán permanentemente y se integrarán 

exclusivamente por Consejeros Electorales designados por el Consejo General. Los Consejeros Electorales 

podrán participar hasta en cuatro de las comisiones antes mencionadas, por un periodo de tres años; la 

presidencia de tales comisiones será rotativa en forma anual entre sus integrantes. 

3 a 10... 

Artículo 58 

1. La Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica tiene las siguientes atribuciones: 

a) a j)... 

k) Acordar con el secretario ejecutivo del Instituto los asuntos de su competencia; y 

l) Realizar campañas de información para la prevención y erradicación de la violencia política por 

razón de género; 

m) Capacitar al personal que labora en el Instituto, organismos públicos locales e integrantes de mesas 

directivas de casillas para prevenir y erradicar la violencia política de género, así como en igualdad 

sustantiva; y 

n)... 

ñ) La comisión de cualquier otra falta de las previstas en esta ley. 

Cuarto. Se reforma el artículo 3, se modifica el inciso “u”, quedando la actual disposición recorrida al inciso 

“v” del artículo 25, se reforma el inciso e) del artículo 37, se reforma el inciso e) del artículo 43, se reforma el 

artículo 43, 46 y 48, se modifica el inciso “e” quedando la actual disposición recorrida al inciso “f” del artículo 

73 de la Ley General de Partidos Políticos. 

Ley General de Partidos Políticos 

Artículo 3 

1 y 2... 

3. Los partidos políticos promoverán los valores cívicos, la cultura democrática y la igualdad sustantiva , entre 

niñas, niños y adolescentes, y buscarán la participación paritaria en la integración de sus órganos, así como en 

la postulación de candidatos. 

4. Cada partido político determinará y hará públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las 

candidaturas a legisladores federales y locales. Éstos deberán ser objetivos y asegurar condiciones de igualdad 



 
  

entre géneros, de lo contrario, podrán hacerse acreedores a las sanciones que establezcan las leyes 

pertinentes en la materia. 

5... 

Artículo 25. 

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a) a t)... 

u) Sancionar por medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que se cuente todo acto 

relacionado con la violencia política de género. 

v) Las demás que establezcan las leyes federales o locales aplicables. 

Artículo 37. 

1. La declaración de principios contendrá, por lo menos: 

a) a d)... 

e) La obligación de promover la participación política en igualdad de oportunidades y equidad entre mujeres 

y hombres, así como establecer mecanismos de sanción aplicables a quien ejerza violencia política de 

género, acorde a lo estipulado en la Ley General De Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia y demás normatividad aplicable. 

Artículo 43. 

1. Entre los órganos internos de los partidos políticos deberán contemplarse, cuando menos, los siguientes: 

a) a d)... 

e) Un órgano de decisión colegiada, responsable de la impartición de justicia intrapartidaria, el cual deberá 

ser independiente, imparcial, objetivo y deberá aplicar la perspectiva de género en todas las resoluciones 

que emita. 

f) a g)... 

Artículo 46. 

1... 

2. El órgano de decisión colegiado previsto en el artículo 43, inciso e) de esta Ley, deberá estar integrado de 

manera previa a la sustanciación del procedimiento, por un número impar de miembros; será el órgano 

responsable de impartir justicia interna y deberá conducirse con independencia, imparcialidad y legalidad, así 

como con estricta aplicación de la perspectiva de género y el respeto a los plazos que establezcan los 

estatutos de los partidos políticos. 

3... 



 
  

Artículo 48. 

1. El sistema de justicia interna de los partidos políticos deberá tener las siguientes características: 

a) Tener una sola instancia de resolución de conflictos internos a efecto de que las resoluciones se emitan de 

manera pronta y expedita, garantizando el acceso a la justicia y la perspectiva de género. 

b) al d)... 

Artículo 73. 

1. Los partidos políticos podrán aplicar los recursos destinados para la capacitación, promoción y el desarrollo 

del liderazgo político de las mujeres, en los rubros siguientes: 

a) a d)... 

e) El fomento, la creación, y proposición de toda acción encaminada a prevenir, sancionar y erradicar 

la violencia política de género. 

f) Todo gasto necesario para la organización y difusión de las acciones referidas. 

Quinto. Se reforma el artículo 32 y 50 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República 

Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República 

Artículo 32 . De la Coordinación de Métodos de Investigación... 

I a XII... 

XIII. Crear la Base Estadística Nacional de Violencia Política de Género. 

Artículo 50. Comisiones Especiales. La persona titular de la Fiscalía General de la República podrá? crear 

comisiones especiales, de carácter temporal, que gozarán de autonomía técnica y de gestión, para colaborar en 

las investigaciones de fenómenos y delitos que debido a su contexto, a juicio del fiscal, amerite su creación, 

incluyendo aquellos sobre feminicidios, violencia sexual, violencia política de género , trata de personas, o que 

impliquen violaciones a derechos humanos, en especial de los pueblos y las comunidades indígenas, de las 

niñas, niños, adolescentes y personas migrantes. Los trabajos, recomendaciones y conclusiones de las 

comisiones podrán ser tomados en consideración por los órganos de la función fiscal, para la investigación y el 

ejercicio de la acción penal de los asuntos correspondientes. 

Las Comisiones Especiales tendrán como enfoque el acceso a la verdad, la justicia, la reparación integral y la 

garantía de no repetición. Serán integradas, de manera multidisciplinaria, por expertos de reconocida 

experiencia, tanto nacionales o internacionales en las materias que se requieran, organismos internacionales, 

organismos de la sociedad civil, universidades públicas y privadas y colectivos de víctimas. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



 
  

Segundo. Las Legislaturas de las entidades federativas, promoverán las reformas conducentes en la legislación 

local, conforme a las reformas y adiciones aquí realizadas, dentro de un término de noventa días contados a 

partir de la entrada en vigor del presente decreto. 

Notas 

1 http://scm.oas.org/pdfs/2018/CP40034SINFORMEFINAL.pdf.  

2 http://www.oas.org/es/mesecvi/docs/declaracion-esp.pdf.  

3 https://catedraunescodh.unam.mx//catedra/mujeres3/html/cedaw/Cedaw/3_Recom_grales/23.pdf .  

4 http://www.oas.org/en/cim/docs/ViolenciaPolitica-LeyModelo-ES.pdf.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2019. 
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